SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA/ Improcedencia por falta de presentación de recursos contra la decisión judicial objeto de la acción
“(…) el funcionario judicial demandado no ha continuado con el trámite que corresponde a las acciones populares a que se hizo referencia, porque está a la espera de obtener algunas constancias sobre la fijación y desfijación de los avisos que mandó publicar en distintos sitios por el término de diez días y así se lo ha hecho saber al demandante en distintas providencias, frente a las peticiones que ha elevado para obtener celeridad, sin que frente a ellas hubiese interpuesto recurso de reposición, que procede respecto de tales decisiones. Tampoco ha solicitado del Juez accionado una concreta decisión que permita superar el obstáculo que a juicio de ese funcionario le impide continuar el trámite del proceso.”
VULNERACIÓN DEL DERECHO/ Improsperidad de la tutela a falta de prueba del supuesto de hecho que origina la lesión 
“Se negará la tutela respecto de la Defensoría del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones de tutela a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre, las que por medio de esta providencia se resuelven.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-230 de 2013.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, agosto ocho (8) de dos mil dieciséis (2016)

        Acta No. 372 de 8 de agosto de 2016
        Expedientes No. 66001-22-13-000-2016-00712-00



       66001-22-13-000-2016-00713-00



       66001-22-13-000-2016-00714-00

Se deciden en primera instancia las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, a la que fueron vinculados la Alcaldía del Municipio de La Virginia, el Procurador y el Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda, los representantes legales de los bancos Davivienda y Caja Social de La Virginia, así como el de Cafesalud EPS del municipio de Balboa Risaralda y la Alcaldía de este último municipio.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los siguientes hechos:
1.1 Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre, pese a solicitárselo reiteradamente y ser su función amparar a los ciudadanos en sus pedimentos judiciales.

1.2 En el Juzgado Civil del Circuito de La Virginia se tramitan las acciones populares radicadas bajo los números “2015-96”; “2015-99” y “2015-223”; en esos procesos nunca se ha aplicado por parte del juez el artículo 5 de la ley 472 de 1998, ni se pronuncia sobre sus peticiones donde solicita se indique si existe renuencia.

1.3 Ante el largo período en que han estado detenidas sus acciones populares, presenta acción de tutela para que se ordene impulsarlas oficiosamente.

2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita a) se ordene al funcionario demandado, tramitar oficiosamente sus acciones populares sin más dilación y b) dar trámite a la solicitud de tutela contra la Defensoría de Manizales y ordenarle presentar acciones de amparo a su nombre.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 25 de julio se admitió la acción de tutela contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y la Defensoría del Pueblo Regional Caldas; se ordenó vincular a la Alcaldía del Municipio de La Virginia, el Procurador y el Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda y se decretaron pruebas. Posteriormente se ordenó la intervención de los representantes legales de los bancos Davivienda y Caja Social de La Virginia, así como el de Cafesalud EPS del municipio de Balboa Risaralda y la Alcaldía de este último municipio.
2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que podrá ser en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, convocado previamente por el juez, el cual no les ha sido comunicado. Solicita se le desvincule de la actuación.
2.2 La apoderada general del Banco Caja Social se pronunció respecto de la acción popular “2015-96” en la que actúa esa entidad como demandado. Explicó que en ese proceso se dictó sentencia de primera instancia el 10 de diciembre de 2015 y con auto del 22 de febrero de 2016 se admitió el recurso de apelación interpuesto por el accionante; esta Sala declaró la nulidad de la sentencia el 18 de marzo último, porque en la comunicación o aviso mediante el cual se pretendió cumplir con la notificación ordenada por el artículo 21 de la ley 472 de 1998, se prescindió de proveer datos para que los destinatarios pudieran decidir sobre su eventual coadyuvancia en el trámite procesal. Agregó que “no asiste vinculación alguna” a la entidad que representa, ya que la acción va encaminada a endilgar responsabilidad al juez de conocimiento por la dilación en el trámite. Propuso como excepciones las que denominó “legitimación en la causa por pasiva como requisito de validez del proceso de tutela”, “inexistencia de vulneración a derecho fundamentales (sic) por parte del Banco Caja Social”. Se opone a las peticiones y solicita su desvinculación.
2.3 El representante legal del Banco Davivienda S.A. indicó que es parte pasiva dentro de la acción popular radicada con el No. “2016-099” que cursa en el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, de la cual hace un recuento desde su admisión el 5 de diciembre de 2015 hasta el 5 de febrero de 2016, cuando el despacho ordenó la fijación de nuevas comunicaciones a la comunidad en la Alcaldía, el canal local de televisión, la parroquia de Nuestra Señora del Carmen, la Notaría Única y Davivienda, todas del municipio de La Virginia. Afirma que el trámite procesal de esa acción popular se ha seguido conforme a la normatividad vigente, sin que se vislumbre actuación dilatoria por parte del juzgado accionado; aclara que cualquier violación a los derechos fundamentales del accionante es inexistente. Hace referencia a la sentencia de la Corte Constitucional T-581 de 2011, de la cual transcribe un aparte. Solicita denegar la acción de tutela por improcedente, desvincular a Davivienda S.A. y proceder a su correspondiente archivo.
2.4 El Alcalde del municipio de La Virginia expuso que efectivamente el accionante presentó acción popular ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de ese lugar y que será respetuoso de las decisiones judiciales que al respecto se tomen. Indica que la acción informa sobre unas peticiones eminentemente procedimentales que se encuentran debidamente reguladas por el Código General del Proceso y no evidencia negación de justicia ni vulneración de derechos, en la medida que las providencias del juzgado se encuentran sustentadas en disposiciones legales. 
2.5 El funcionario accionado se pronunció respecto del trámite que se ha dado a cada acción popular. 

En la radicada bajo el No. 2015-00223 contra la EPS Cafesalud de Balboa, Risaralda, dijo que en cumplimiento de un fallo de tutela proferido por este Tribunal, el 16 de mayo de 2016 se concedió al actor un amparo de pobreza; el abogado designado se excusó y aportó las pruebas respectivas, por lo que debe designársele uno nuevo. 
En esa y en la radicadas bajo los Nos. 2015-00096 y 2015-00099, dijo, el 2 de mayo de 2016 hubo de publicar nuevo aviso para lograr mayor difusión de las acciones populares entre la ciudadanía y está a la espera de obtener las constancias sobre su fijación en algunos de los lugares en las que se mandó hacerlo respecto de la primera y de la última, porque las de la segunda se perfeccionaron el pasado 27 de julio.

En todas se opuso a las pretensiones y agregó que el accionante ha presentado 170 acciones populares en ese despacho, las cuales se han ido evacuando tratando de no perjudicar el desarrollo de los demás asuntos civiles, laborales, de familia y penales a su cargo.
3.- La Defensoría del Pueblo de la Regional Caldas y los demás vinculados, guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2.- Considera el actor lesionados sus derechos al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia porque el juez accionado no ha cumplido los términos en el trámite de las acciones populares que propuso y no las ha impulsado oficiosamente. Es decir, la vulneración de tales garantías la atribuye a una supuesta mora judicial, respecto de la cual ha dicho la Corte Constitucional:

 “3.4.2.2. Ahora bien, en lo que se refiere a las hipótesis de mora o de tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales, esta Corporación ha tenido la ocasión de pronunciarse en varias oportunidades, en el sentido de señalar que la acción de amparo constitucional procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial, o en caso de que exista, se acredite por parte del accionante su falta de idoneidad
 o la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable. Precisamente, en la Sentencia T-527 de 2009 se dijo que: “Así, se ha puntualizado que la acción de tutela no procede de plano por la inobservancia de los términos dentro de un proceso, pues además de demostrarse que el demandante no cuenta con otro medio de defensa eficaz, debe acreditarse que la demora es consecuencia directa de la falta de diligencia de la autoridad pública
…”

3.- Las copias incorporadas al expediente, tomadas de las acciones populares instauradas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra los Bancos Davivienda y Caja Social de La Virginia y la EPS Cafesalud del municipio de Balboa, permiten considerar acreditados los siguientes hechos:

3.1 En la acción popular radicada bajo el No. 2015-00096, promovida contra el Banco Caja Social, por auto del 14 de abril de este año se ordenó fijar nuevamente aviso, informando a la comunidad sobre la iniciación del proceso con motivo de una nulidad declarada por este Tribunal; el 27 del mismo mes, el actor pidió: “si cumple art 84 ley 472/98 en mi acción”, “consignar todas las etapas procesales a fin de probar su renuencia” y “solicito una vez más celeridad”; por auto del 4 de mayo siguiente resolvió el juzgado que una vez reposen en el expediente las constancias de fijación de los avisos que mandó hacer por diez días, será procedente resolver de fondo la controversia; en la misma fecha el actor pide: “consigne si se tipifica art 84 ley 472/98 en su despacho”, “informe en derecho en q (sic) parte de la ley 472/98 dice q (sic) se fija aviso a la comunidad por un término de 10 días?” y “solicito celeridad” y mediante providencia del 11 del mismo mes, el juez accionado reitera que el aviso que se fijó se hizo conforme a los lineamientos de los artículos 21 y 22 de la ley 472 de 1998
.
3.2 En la acción popular radicada bajo el No. 2015-00099, promovida contra el Banco Davivienda, por auto del  5 de abril de 2016 se ordenó fijar nuevamente aviso, informando a la comunidad sobre la iniciación del proceso con motivo de una nulidad declarada por este Tribunal; con escritos del 18 y 27 del mismo mes, el actor pide celeridad, “se me informe en derecho si el despacho cumple art 86 ley 472/98”, manifiesta que existe renuencia en el trámite de su acción de términos perentorios, además “si cumple art 84 ley 472/98 en mi acción”, “consignar todas las etapas procesales a fin de probar su renuencia” y “solicito una vez más celeridad”; por auto del 4 de mayo siguiente, resolvió el juzgado que una vez reposen en el expediente las constancias de fijación de los avisos que mandó hacer por diez días, será procedente resolver de fondo la controversia. El 12 de julio el demandante insiste en que ay renuencia
.
3.3 En la acción popular radicada bajo el No. 2015-00223, promovida contra la EPS Cafesalud del municipio de Balboa, el 27 de abril de 2016 el actor solicita “si cumple art 84 ley 472/98 en mi acción”, “consignar todas las etapas procesales a fin de probar su renuencia” y “solicito una vez más celeridad”; por auto del 3 de mayo siguiente, el funcionario accionado resolvió que una vez reposen en el expediente las constancias de fijación de los avisos que mandó hacer por diez días, será procedente resolver de fondo la controversia; el día siguiente el demandante insistió en su primera petición y además solicitó se le informara en qué parte la ley 472 de 198 ordena fijar aviso por diez días; el 11 de mayo se le reitera que se hizo de acuerdo con esa ley; por auto del 16 de ese mes, se le concedió al accionante un amparo de pobreza y se designó apoderado; este fue requerido, por auto de 12 de julio último, para que acreditara el motivo que justifique su rechazo a esa designación y en la misma fecha expresa el actor que existe renuencia
.
3.4 En cada una de esas acciones populares, en proveídos del pasado 26 de julio, el funcionario accionado decidió que ha acatado los principios que rigen la administración de justicia y que los retrasos se deben a la mora en el envío de las constancias de fijación y desfijación de los avisos en las entidades; que no existe mérito alguno, ni otro elemento que permita concluir que ese juzgado haya sido pasivo o actuado con desidia en el cumplimiento de su deber legal, sin que exista dilación alguna por su parte
. 
3.5 Frente a las decisiones adoptadas en los referidos procesos, no se interpuso recurso de reposición.

4.- Surge de tales pruebas que el funcionario judicial  demandado no ha continuado con el trámite que corresponde a las acciones populares a que se hizo referencia, porque está a la espera de obtener algunas constancias sobre la fijación y desfijación de los avisos que mandó publicar en distintos sitios por el término de diez días y así se lo ha hecho saber al demandante en distintas providencias, frente a las peticiones que ha elevado para obtener celeridad, sin que frente a ellas hubiese interpuesto recurso de reposición, que procede respecto de tales decisiones. Tampoco ha solicitado del Juez accionado una concreta decisión que permita superar el obstáculo que a juicio de ese funcionario le impide continuar el trámite del proceso.

5.- En esas condiciones puede concluirse que no se satisface el presupuesto de la subsidiaridad que consagra el numeral 1º, artículo 6º de la ley 2591 de 1991, según el cual, la tutela resulta improcedente  cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial y en consecuencia así se declarará, pues a esa especial acción no puede acudirse como mecanismo principal de protección, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los  ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para suplir la negligencia del interesado a la hora de emplearlos.
6.- Se negará la tutela respecto de la Defensoría del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones de tutela a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre, las que por medio de esta providencia se resuelven.

7.- Como lo solicita el actor, al notificársele esta providencia se le enviará copia de la misma a su correo electrónico y a su costa, se le expedirán copias de todo el proceso.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar improcedente la tutela solicitada en los procesos de la referencia, por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados la Alcaldía del Municipio de La Virginia, el Procurador y el Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda, los representantes legales de los bancos Davivienda y Caja Social de La Virginia, así como el de Cafesalud EPS del municipio de Balboa Risaralda y la Alcaldía de este último municipio. Frente a la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, se niega.

SEGUNDO.- Envíese al actor copia de este fallo a su correo electrónico y a su costa, se le expedirá copia de toda la actuación.

TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� En la sentencia T-527 de 2009, se reconoció que a pesar de que el accionante tenía la posibilidad de solicitar la recusación de la autoridad judicial que había dejado vencer los términos para proferir sentencia en el desarrollo de un proceso penal, dicha alternativa procesal no era idónea frente al problema de mora judicial  planteado por el demandante.


� Subrayado y sombreado por fuera del texto original. Recientemente, con el propósito de combatir la mora judicial, el artículo 9° de la Ley 1395 de 2010 adicionó un nuevo parágrafo al artículo 124 del Código de Procedimiento Civil, referente a los términos para dictar resoluciones judiciales, con el siguiente tenor literal: “(…) En todo caso, salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada, ni a seis (6) meses para dictar sentencia en segunda instancia, contados a partir de la recepción del expediente en la Secretaría del Juzgado o Tribunal. �Vencido el respectivo término sin haberse dictado la sentencia, el funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el expediente al Juez o Magistrado que le sigue en turno, quien proferirá la sentencia dentro del término máximo de dos (2) meses. Sin embargo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá asignar el proceso a otro Juez o Magistrado si lo considera pertinente. El Juez o Magistrado que recibe el proceso deberá informar a la misma Corporación la recepción del expediente y la emisión de la sentencia. �Cuando en el lugar no haya otro juez de la misma categoría y especialidad, el proceso pasará a un juez itinerante o al de un municipio o circuito cercano que señale la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. �Para la observancia de los términos señalados en el presente parágrafo, el Juez o Magistrado ejercerá los poderes de ordenación e instrucción, disciplinarios y correccionales establecidos en la ley.” 


� Sentencia T-230 de 2013, MP. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Folio 12 del cuaderno de copias 1.


� Cuaderno No. 2 de copias


� Cuaderno No. 3 de copias


� Folios 15, 18 y 11 de los cuadernos de copias 1, 2 y 3, respectivamente.
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